ACTA n.° 15-2014

CONSEJO DIRECTIVO DE LA ESCUELA JUDICIAL, San Joaquín de Flores, Heredia, a las nueve horas y cinco minutos del 16 de diciembre del año dos mil catorce. Se inicia la presente sesión ordinaria con la asistencia de la Mag. Dra. Doris Arias Madrigal, la  Licda. Ileana Guillén Rodríguez, directora de la Escuela Judicial; el M.Sc. Juan Carlos Morales Jiménez, en representación de la Defensa Pública; el Licda. Mayela Pérez Delgado, en representación del Ministerio Público; el Dr. Rafael Ángel Sanabria Rojas, juez del Tribunal de Apelación de Sentencias, Segundo Circuito Judicial; la  M.Sc. Kattia Campos Zúñiga, representante del Organismo de Investigación Judicial; Dr. Juan Carlos Segura Solís, juez del Tribunal de Trabajo, Segundo Circuito Judicial y la Sra. Aida Cristina Sinclair Myers, secretaria de la Escuela Judicial. Invitado: el Lic. Mateo Ivankovich Fonseca, LL.M., subdirector de la Escuela Judicial.  Ausente: el M.Ba. Francisco Arroyo Meléndez, director de Gestión Humana.
AGENDA

1. A las 9:00 a.m. desayuno con el personal de la Escuela Judicial en agradecimiento por un año de labores y celebración fin de año. También se dará unas palabras de despedida de la Lic. Gloriana Madrigal Casafont, quien concluye funciones en la Escuela Judicial, así como palabras de la Licda. Ileana Guillén Rodríguez a todo el personal.

2. Aprobación del acta n. º 10-2014 del 20 de agosto de 2014. 
3. Aprobación del acta n. º 14-2014 del 11 de noviembre de 2014. 
4. A las 10:00 a.m., acto de entrega de certificados a: la Msc. Ana Patricia Mora Arias, la Licda. Karol Solano Ramírez y la Licda. Marlene Martínez González, “Formación de Tutores en entornos Virtuales de aprendizaje”, quienes serán tutoras y co-tutoras de este curso virtuales. 

5. Oficio nº. 12744-2014 del 05 de diciembre de 2014, de la Licda. Silvia Navarro Romanini, Secretaria General Corte Suprema de Justicia, que transcribe acuerdo del Consejo Superior de la sesión Nº 101-14 del 20 de noviembre del año en curso, que dice:
Para su estimable conocimiento y fines consiguientes, le transcribo el acuerdo tomado por el Consejo Superior del Poder Judicial, en la sesión Nº 101-14 celebrada el 20 de noviembre del año en curso, que literalmente dice:

“ARTÍCULO XXXIX
Documento Nº 14191-14
 
Considerando las limitaciones presupuestarias del próximo año y con el fin de reducir la partida de sustituciones por motivos de capacitación, las Unidades de Capacitación del Ministerio Público, Defensa Pública, Escuela Judicial y Organismo de Investigación Judicial, deberán  al momento de presentar el plan de capacitación incorporar las listas de participantes, para que los mismos, programen su asistencia sin afectar audiencias ni debates programados.

 

Se acordó: Solicitar a las Unidades de Capacitación del Ministerio Público, Defensa Pública, Escuela Judicial y Organismo de Investigación Judicial que en el momento que se haga de conocimiento de este Consejo los planes de capacitación para el 2015, incluyan la lista de las personas participantes en los diferentes cursos, con el fin de que las agendas de esas personas se puedan programar y así reducir las partidas de sustituciones.” 

Se adjuntan correos del Ministerio Público, de la Unidad de Capacitación del O.I.J., de la Unidad de Capacitación de la Defensa Pública y de la Escuela Judicial, al respecto.

  
6.  Oficio nº. SACJ-2084-2014 del 10 de octubre de 2014, de la Licda. Lucrecia Chaves Torres, jefa de la Sección Administrativa de la Carrera Judicial, que transcribe acuerdo del Consejo de la Judicatura del 02 de octubre del presente año, que dice:

“Solicitar a la Escuela Judicial en el término de 15 días después de recibida la presente comunicación, rinda un informe en el cual se defina el protocolo adecuado a seguir los tribunales evaluadores para la grabación de exámenes en audio, considerando para ello la recomendación planteada por la Sección Administrativa de la Carrera Judicial”.

7. Oficio de la Mag. Dra.  Eva Camacho Vargas, coordinadora de la Subcomisión Contra la Discriminación por Orientación Sexual e Identidad de Género, que comunica acuerdo de la sesión celebrada el pasado 2 de diciembre del 2014,  que dice:

“ACUERDO 1.b

Se discute el tema relacionado con el plan de trabajo que la Subcomisión Contra la Discriminación por Orientación Sexual e Identidad de Género ha proyectado desarrollar para el año 2015, en temas de sensibilización y respeto a las poblaciones sexualmente diversas. Entre los trabajos que se desean implementar se encuentra el “Protocolo de actuación para quienes imparten justicia en casos que involucren la orientación sexual”, del Poder Judicial de México, por lo que se discute la necesidad de contar con apoyo de las personas expertas que elaboraron el protocolo para estudiar y ver la posibilidad de incluir estas acciones en nuestra institución.

Se acordó: Solicitar a la Escuela Judicial, colaboración para que el próximo año 2015, la Subcomisión Contra la Discriminación por Orientación Sexual e Identidad de Género, pueda contar con la presencia de dos personas expertas extranjeras en el tema de los derechos humanos de las personas LGBTTTI y la administración de justicia; actividades que se pueden organizar de manera conjunta”.

8. Informe sobre el “Reporte de situación: Tráfico de Drogas y Amenazas del Crimen Organizado en Costa Rica”, en cuanto a las conclusiones con respecto a la necesidad o no de la ejecución de un programa de capacitación sobre el tema de pandillas organizadas, a cargo de la M.Sc. Kattia Campos Zuñiga.
9. Informe a noviembre 2014, “Cumplimiento de acuerdos del Consejo Directivo de la Escuela Judicial”. A cargo del Lic. Mateo Ivankovich Fonseca, subdirector de la Escuela Judicial. 
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ARTÍCULO I
A las 9:00 a.m., se compartió un desayuno con el personal de la Escuela Judicial en agradecimiento por un año de labores y para la celebración del fin de año. La Mag. Dra. Doris Arias Madrigal, presidenta del Consejo Directivo de la Escuela, extendió una cordial bienvenida a la Licda. Ileana Guillén Rodríguez, directora de la Escuela Judicial y le cedió la palabra. 
La Licda. Guillén Rodríguez expresa su agrado por haber sido electa como la nueva Directora de la Escuela Judicial. También, acerca de su interés en el trabajo en equipo, entre el personal, Dirección, Subdirección y el Consejo Directivo, para el logro de los objetivos y metas de la Escuela Judicial e Institución. 
Asimismo, a la Licda. Gloriana Madrigal Casafont, quien concluye su quehacer en la Escuela Judicial, se le  hizo acto de entrega de un certificado de reconocimiento por su labor desempeñada en la Escuela Judicial.
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ARTÍCULO  II

Aprobación del acta n. º 10-2014 del 20 de agosto de 2014. 

SE ACUERDA:   Aprobar el acta n. º 10-2014 del 20 de agosto de 2014.

Se abstiene de votar, por no haber participado en dicha sesión, la  Licda. Ileana Guillén Rodríguez y Licda. Mayela Pérez Delgado.
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ARTÍCULO  III
Aprobación del acta n. º 14-2014 del 11 de noviembre de 2014. 
SE ACUERDA:   Aprobar el acta n. º 14-2014 del 11 de noviembre de 2014.
Se abstiene de votar, por no haber participado en dicha sesión, el Dr. Juan Carlos Segura Solís y la Licda. Mayela Pérez Delgado.
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Ingresa la Licda. Karol Solano Ramírez.
ARTÍCULO  IV
De seguido, la Mag. Dra. Doris Arias Madrigal, presidenta del Consejo Directivo de la Escuela Judicial e integrante del Consejo Directivo del Instituto Iberoamericano de Altos Estudios Judiciales (IIAEJ), sede Venezuela,  entregó a la Licda. Karol Solano Ramírez, jueza del Juzgado Civil de Heredia, participante por Costa Rica, el correspondiente certificado obtenido, por haber concluido exitosamente el curso de “Formación de Tutores en entornos Virtuales de aprendizaje”, ofertado por el IIAEJ.  
La Licda. Solano Ramírez expresó su agradecimiento por la oportunidad dada para poder participar en dicho curso, el que considera muy valioso, puesto que aprendió acerca de la gran importancia que tiene el tutor virtual en su labor de acompañamiento con los estudiantes durante el aprendizaje. Igualmente, señala que la formación virtual permite continuar capacitándose desde el hogar y en cualquier momento, sin afectar las tareas laborales. Por otra parte, que a la mujer le permite poder cumplir con su quehacer como madre y esposa. Por último, subraya la retroalimentación que hubo entre las personas magistradas y personas juezas de los diversos países, participantes de este curso virtual.
Se indicó que la Msc. Ana Patricia Mora Arias, jueza Tribunal Penal III Circuito Judicial de San José y la Licda. Marlene Martínez González, jueza del Juzgado Cuarto Civil de San José, concluyeron exitosamente dicho curso, pero que les fue imposible estar presentes en este acto de entrega.
Además que Licda. Karol Solano Ramírez, la M.Sc. Ana Patricia Mora Arias y la Licda. Marlene Martínez González serán colaboradoras del Instituto Iberoamericano de Altos Estudios Judiciales (IIAEJ) y la Escuela Judicial de Costa Rica, como futuras tutoras y co-tutoras de dicho curso virtual.
La Mag. Dra. Doris Arias Madrigal, informó a las y los presentes en esta sesión, que su calidad de integrante principal del “Consejo Directivo del Instituto Iberoamericano de Altos Estudios Judiciales (IIAEJ)”, rindió un informe ante la Corte Plena de Costa Rica sobre el resultado de la Segunda Reunión de dicho Consejo Directivo, celebrada del 02 al 05 de noviembre del 2014, en la ciudad de Cuenca, República de Ecuador,  en donde se analizó el programa propuesto, el cual procura construir una red de alianzas y colaboración en Iberoamérica. Además, que en una ceremonia con el presidente Dr. Rafael Correa, las personas representantes de la IIAEJ fueron declaradas visitantes ilustres de la ciudad, por el Consejo Municipal de Azuay, entregándoseles un reconocimiento. 
Finalmente, indica que como parte de los acuerdos internacionales que tienen los Poderes Judiciales, el cual se trabaja enlazado con las Escuelas Judiciales, la IIAEJ está ofertando cursos de acuerdo al perfil de juez iberoamericano que se requiere. Que Costa Rica en aras de fortalecer esta oferta académica iberoamericana, se comprometió a la incorporación de la perspectiva de género en los cursos virtuales de la IIAEJ, a enlazar la Biblioteca Judicial del Poder Judicial de Costa Rica, con la Biblioteca del Instituto Iberoamericano de Altos Estudios Judiciales (IIAEJ), para compartir y enriquecer el conocimiento iberoamericano. Asimismo, brindar una nómina de profesores costarricenses en derecho constitucional. 

Por lo anterior, solicitó al Consejo de Personal realizar un pequeño concurso para la selección de profesores en Derecho Constitucional. Sin embargo, que se concluyó que sea la Escuela Judicial la defina el perfil de los profesores para el curso virtual en dicha materia para que se realice su selección a través de un concurso.
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SE ACUERDA: 1.) Que el Consejo Directivo de la Escuela Judicial, felicita a la M.Sc. Ana Patricia Mora Arias, la Licda. Karol Solano Ramírez y la Licda. Marlene Martínez González, por haber concluido exitosamente el curso sobre “Formación de Tutores en entornos Virtuales de aprendizaje”, ofertado por el Instituto Iberoamericano de Altos Estudios Judiciales (IIAEJ). 2.) Conforme a lo antes expuesto por la Mag. Dra. Doris Arias Madrigal, presidenta del Consejo Directivo de la Escuela Judicial y miembro principal integrante de la Junta Directiva del Instituto Iberoamericano de Altos Estudios Judiciales, se toma nota del compromiso costarricense, en aras del fortalecimiento de la oferta académica iberoamericana, a través de la IIAEJ. ACUERDO FIRME.
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ARTÍCULO  V

La Licda. Ileana Guillén Rodríguez, directora de la Escuela Judicial, reiteró a las personas presentes en esta sesión, que cree en el trabajo en equipo con todo el personal de la Escuela Judicial, para una buena cohesión. 
Que como primer paso, la Dirección y Subdirección deben trabajar como un equipo. Por consiguiente, que el Lic. Mateo Ivankovich Fonseca, LL.M., subdirector,  tiene que estar informado de todo lo que sucede en la Escuela Judicial. Que como parte de esta estrategia de trabajo, la Dirección y Subdirección estarán presentes en las sesiones del Consejo Directivo de la Escuela Judicial, para el manejo de la misma información y para que los asuntos funcionen con fluidez, en caso de ausencia de la Directora.
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SE ACUERDA: Brindar una cordial bienvenida al Lic. Mateo Ivankovich Fonseca LL.M., subdirector de la Escuela, a las sesiones del Consejo Directivo, quien se estima es una persona muy valiosa. Que a pesar de que no tendrá voto,  se considera que será muy importante los aportes que brinde a este Consejo Directivo. ACUERDO FIRME.
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ARTÍCULO  VI
Oficio nº. 12744-2014 del 05 de diciembre de 2014, de la Licda. Silvia Navarro Romanini, Secretaria General Corte Suprema de Justicia, que transcribe acuerdo del Consejo Superior de la sesión Nº 101-14 del 20 de noviembre del año en curso, que dice:
Para su estimable conocimiento y fines consiguientes, le transcribo el acuerdo tomado por el Consejo Superior del Poder Judicial, en la sesión Nº 101-14 celebrada el 20 de noviembre del año en curso, que literalmente dice:

“ARTÍCULO XXXIX
Documento Nº 14191-14
 
Considerando las limitaciones presupuestarias del próximo año y con el fin de reducir la partida de sustituciones por motivos de capacitación, las Unidades de Capacitación del Ministerio Público, Defensa Pública, Escuela Judicial y Organismo de Investigación Judicial, deberán  al momento de presentar el plan de capacitación incorporar las listas de participantes, para que los mismos, programen su asistencia sin afectar audiencias ni debates programados.

 

Se acordó: Solicitar a las Unidades de Capacitación del Ministerio Público, Defensa Pública, Escuela Judicial y Organismo de Investigación Judicial que en el momento que se haga de conocimiento de este Consejo los planes de capacitación para el 2015, incluyan la lista de las personas participantes en los diferentes cursos, con el fin de que las agendas de esas personas se puedan programar y así reducir las partidas de sustituciones.” 
En referencia a lo anteriormente acordado por el Consejo Superior del Poder Judicial, el Ministerio Público, la Unidad de Capacitación del O.I.J., la Unidad de Capacitación de la Defensa Pública y la Escuela Judicial, presentaron a dicho Consejo, los siguientes oficios de reconsideración:
Correo electrónico del 10 de diciembre de 2014, del M.Sc. Carlos María Jiménez Vásquez, subjefe Ministerio Público, en donde solicita a la Secretaría de la Fiscalía General, que envié al Consejo Superior el siguiente oficio, que dice: 

En relación con el acuerdo tomado por el Consejo Superior del Poder Judicial, en la sesión Nº 101-14 celebrada el 20 de noviembre del año en curso, abajo citado, la Unidad de Capacitación y Supervisión le solicita que interponga sus oficios para que se solicite atenta reconsideración a dicho Consejo, en razón de lo siguiente:
1. No es posible cumplir con lo acordado por el Consejo en sesión N°101-14 celebrada el 20 de noviembre del 2014, ARTÍCULO XXXIX, Documento Nº 14191-14, respecto de que se envíen los listados de participantes a cursos desde que se presenta el Plan de Capacitación Anual, toda vez que se presenta una gran variación en la integración de esas listas por razones atribuibles a las funciones cotidianas de cada servidor o servidora, por ejemplo, audiencias, debates, participación en consejos, comisiones y otros órganos semejantes, vacaciones, incapacidades, variaciones de puestos, sustituciones, etc.
2. En el caso de los fiscales citados a cursos, no se puede hacer un listado previo, pues su participación depende del permiso que al efecto les otorguen sus jefaturas, lo cual depende de la cantidad y complejidad de las actuaciones que estén conociendo en ese momento, lo cual es altamente variable.
3. Aunque se enviaran listados tentativos, los mismos serían sujetos a tantas variaciones, que más bien entrabarían el sistema de nominaciones y amenazarían con hacer imposible la ejecución de los cursos y otras acciones de capacitación debidamente programadas en los Planes Anuales Operativos, tanto de la Unidad de Capacitación y Supervisión como de las Fiscalías, oficinas o despachos del Ministerio Público.
4. Muchas acciones de capacitación se llevan a cabo a partir de respuestas a necesidades institucionales del Ministerio Público, por lo cual algunos cursos son diseñados a partir de esas situaciones, las cuales son emergentes, por lo que no se puede tener listados previos.
5. La inscripción en las diversas acciones de capacitación se realiza con un mes de anticipación, por lo cual ni siquiera la propia Unidad de Capacitación y Supervisión del Ministerio Público puede saber quiénes se van a matricular en los diversos cursos ofrecidos en su agenda académica, pues los mismos interesados son los que determinan, en algunos cursos, la necesidad que tienen de ellos.
6. De poco o nada sirve que existe un listado previo de capacitación al que se va a convocar a un servidor o servidora del Ministerio Público, si la agenda judicial tiene prioridad. En otras palabras: aunque el funcionario le diga al órgano jurisdiccional que lo está convocando a una audiencia, que ya está matriculado en un curso, no por ello se va a suspender la audiencia, reprogramarla o amenazar la continuación de un debate.
7. El propio fiscal sabe si cómo se va a comportar un caso que esté atendiendo, o los casos que está gestionando en su despacho o escritorio, como para asegurarse de que podrá cumplir con la convocatoria a capacitación y podrá dejar de atender la gestión del caso o del despacho. Los imponderables son muchísimos, y no pueden ser ni previsibles ni evitables.
8. A los fiscales no se les sustituye por la asistencia a cursos, por lo cual no aplica para el Ministerio Público el objetivo de “reducir las partidas de sustituciones”, tal como indica el acuerdo in fine. Esas disposiciones son aplicables más bien a la Judicatura, pues a los jueces sí se les sustituye hasta por un día, no así a los fiscales para asistir a cursos.
9. No puede asegurarse que se va a conciliar agendas de jueces, fiscales y defensores a partir de una agenda previa de capacitación. Con esta disposición se estaría poniendo la capacitación por encima del interés público y de la continuidad del servicio público.
Por lo anteriormente expuesto, con todo respeto solicito se envíe atenta instancia al Consejo Superior para que se reconsidere o deje sin efecto dicha medida, a fin de no perjudicar los planes de capacitación de las diversas unidades académicas y de la propia Escuela Judicial, pues todos estos órganos experimentaríamos el mismo problema.
Comparto con otras autoridades del Poder Judicial el presente correo, dado el interés idéntico que todos tenemos en este asunto.
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Oficio nº. EJ-CAP-OIJ-364-2014 del 11 de diciembre de 2014, suscrito por la MS.c. Kattia Campos Zúñiga, jefa Unidad de Capacitación del O.I.J., y con el visto bueno, visto bueno del Lic. Mateo Ivankovich Fonseca, LL.M., subdirector de la Escuela Judicial, al Consejo Superior, que dice:
En relación con el acuerdo tomado por el Consejo Superior del Poder Judicial, en la sesión Nº 101-14 celebrada el 20 de noviembre del año en curso, les solicitamos muy respetuosamente reconsideren lo acordado, en razón de lo siguiente:

  
1. La Unidad de Capacitación OIJ le es imposible cumplir con el acuerdo del  el Consejo Superior en sesión N°101-14 celebrada el 20 de noviembre de 2014, ARTÍCULO XXXIX, Documento Nº 14191-14, respecto de que se envíen los listados de participantes a cursos desde que se presenta el Plan de Capacitación Anual, ya que para la confección de la lista de participantes es necesario contar previamente con el diseño y perfil de los participantes para así escoger quienes participarán de las actividades académicas, y hasta tanto no esté aprobado el plan no se ha dado inicio con esta fase de preparación.

 
2. Existen situaciones importantes que  las jefaturas de cada investigador deberá tomar en cuenta antes de definir quienes participarán en cada acción formativa: denuncias asignadas a cada servidor o servidora,  vacaciones, incapacidades, variaciones de puestos, sustituciones,  para lo cual es necesario tener las fechas definidas para ello, y las mismas no se definen hasta tanto ese Consejo Superior apruebe el plan. 
 
3. En el caso de las personas investigadoras OIJ citados a cursos, no se puede hacer un listado previo, pues su participación depende del permiso que al efecto les otorguen el Director del Organismo de Investigación Judicial.  
 
4. Aunque se enviaran listados con antelación, los mismos serían sujetos a tantas variaciones, que más bien perjudicaría la ejecución de los cursos amenazando el cumplimiento del Plan de trabajo para el 2015 y obstaculizando la profesionalización de los investigadores del OIJ.

 
5. Muchas acciones de capacitación se llevan a cabo a partir de respuestas a necesidades institucionales del OIJ, por lo que es imposible tener con antelación los posibles nombres de las personas que requieren ser capacitadas dada la emergencia.

  
6. Es importante dejar claro, que si la persona investigadora está convocado a una audiencia, estando en un curso, este deberá atender el llamado para no tener  que reprogramar el debate.
 A los investigadores y las investigadoras del OIJ no se les sustituye por la asistencia a cursos, por lo cual no aplica para el Organismo de Investigación Judicial el objetivo de “reducir las partidas de sustituciones”, tal como se indica en el acuerdo.
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Oficio nº. 1664-DPUC-2014, del 09 de diciembre de 2014, suscrito por la M.Sc. Juan Carlos Morales Jiménez, supervisor a.i. Unidad de Capacitación, Defensa Pública, al Consejo Superior, que dice:

Reciban un cordial saludo. Con el aval de la Dirección de la institución y en atención a lo resuelto por el Consejo Superior en el artículo XXXIX de la sesión 101-14 del 20 de noviembre del año en curso, en torno a que los planes de capacitación anuales deben acompañarse de las listas de personas participantes a cada actividad formativa para ser conocidos en el Consejo, procedo respetuosamente a plantear una Reconsideración con base en los siguientes criterios:

Premisas por las cuales se solicita la reconsideración:

1) La Unidad de Capacitación de la Defensa Pública procura no publicitar el Plan de Capacitación 2015 hasta tanto el documento no haya sido aprobado tanto por el Consejo Directivo de la Escuela Judicial como por el propio Consejo Superior, ya que en estas instancias bien podrían hacerse observaciones particulares y hasta sugerencias de cambios. Publicitar el Plan para poder construir las listas de participantes, antes de que se tenga el visto bueno de las instancias jerárquicas correspondientes, implicaría una posible generación de expectativas en nuestro personal, que eventualmente podrían no verse materializadas. 

2) Tanto la Dirección como la Unidad de Capacitación de la Defensa Pública son del criterio de que las actividades formativas que se incluyen en el Plan de Capacitación deben guardar un paralelismo con las políticas institucionales de ahorro de recursos y por ello es que en los planes de años anteriores y también en el Plan de Capacitación 2015 se ha incluido un acápite dentro del punto de “Aspectos Generales”, que textualmente dice lo siguiente:

g. La capacitación es obligatoria y por ende en cada oficina deben tomarse las medidas correspondientes para que la participación del personal no afecte el servicio público, ya que salvo casos extremadamente excepcionales (que dependerán de la aprobación del Consejo Superior y de la Dirección de la Defensa Pública) la participación de las personas docentes y discentes será sin sustitución (tal como se ha venido estableciendo de forma reiterada en las circulares 33-2012, 84-2012 y 96-2012 de la Secretaría General de la Corte Suprema de Justicia). (La negrita sí corresponde al original)

3) La Unidad de Capacitación de la Defensa Pública es consciente de que siempre debe privilegiarse el servicio público frente a cualquier actividad académica y justamente por ello es que se están promoviendo las videoconferencias y los cursos regionales (a efectos de que las personas no tengan que salir de sus jurisdicciones), además, aunque el Plan de Capacitación 2015 está dividido en programas y estos a su vez en módulos, nuestro objetivo ha sido el de ubicar los cursos en fechas separadas, de hecho, la actividad que más días consecutivos de formación abarca tiene dos
, y todos los cursos –salvo el de nivelación para aspirantes al puesto de defensora o defensor público
 y el de desarrollo de habilidades directivas
– tienen como máximo cuatro fechas, razón por la cual puede afirmarse que se ha buscado proteger, por un lado la adecuada prestación del servicio público y por el otro, los recursos del Poder Judicial.

4) El procedimiento que ha venido utilizando la Unidad de Capacitación de la Defensa Pública y que internamente ha dado muy buenos resultados en el desarrollo de los procesos formativos, ha sido el de trabajar las listas de personas participantes con un plazo aproximado al mes de antelación a la fecha específica de la actividad, ya que este es un período en el que las personas interesadas en el curso pueden corroborar el espacio en su agenda, a lo que debe añadirse que no se acepta la participación de nadie en ninguna actividad académica, si no cuenta con el visto bueno de quien coordina la respectiva oficina, con lo cual se garantiza que no se afectará el servicio público que se ofrece en cada jurisdicción. 

5) Otro aspecto de relevancia en relación con el tema en particular, es que el Plan de Capacitación 2015 de la Defensa Pública es complejo y extenso
, por lo que un proceso de confección ex ante de listas de participantes para todas y cada una de las actividades, supondría un camino de considerable prolongación y duración, que al menos en el caso de la Defensa Pública dificultaría la entrega de los productos en las fechas dispuestas por las instancias jerárquicas encargadas de aprobar el Plan de Capacitación. 

6) Una situación que aqueja no solo a la Defensa Pública sino a prácticamente todo el Poder Judicial es el de la alta rotación y movilidad del personal, por lo que un proceso de construcción de listas de participantes con tanta anticipación, no garantizaría que las personas que hoy están interesadas en la actividad en concreto por formar parte de la institución y por estar nombradas en un puesto afín con la temática de la actividad, continúen en las mismas condiciones hasta que se materialice el curso, charla, taller o seminario en cuestión; de ahí que las estrategias que ha venido utilizando la Unidad de Capacitación de la Defensa Pública (descritas en el punto 4) han sido bastante provechosas en tanto reducen considerablemente la posibilidad de rotación o movilidad.   

Agravio e interés en la reconsideración:

Como ya se expuso someramente en los apartados anteriores, el interés en esta solicitud de reconsideración estriba en que la Unidad de Capacitación de la Defensa Pública ha tratado de minimizar por todos los medios posibles las solicitudes de permisos con sustitución para actividades formativas internas (propias del Plan), de hecho ha dirigido sus procedimientos administrativos hacia ese objetivo, de modo que la confección anticipada de listas de participantes para que sean conocidas junto con el Plan de Capacitación, más bien podría distorsionar unas prácticas que a la fecha han demostrado ser muy adecuadas para nuestra dinámica de funcionamiento. 

 Petitoria:

Se solicita de manera muy respetuosa, que se reconsidere el acuerdo tomado por el Consejo Superior y que al menos para el caso específico de la Defensa Pública, se suprima el requerimiento de que el Plan de Capacitación deba ir acompañado prima fascie de las listas de participantes a cada una de las actividades que en él se incluyen.
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Oficio nº. EJ-DIR-298-2014, del 13 de diciembre de 2014, suscrito por el Lic. Mateo Ivankovich Fonseca, LL.M., subdirector de la Escuela Judicial, al Consejo Superior, que dice:

En relación con su Oficio Nº 12744-14 de viernes 5 de diciembre de 2014, según su acuerdo dado en Sesión Nº 101-14 de jueves 20 de noviembre de 2014, Art. XXXIX, que indica:
“ARTÍCULO XXXIX
Documento Nº 14191-14
Considerando las limitaciones presupuestarias del próximo año y con el fin de reducir la partida de sustituciones por motivos de capacitación, las Unidades de Capacitación del Ministerio Público, Defensa Pública, Escuela Judicial y Organismo de Investigación Judicial, deberán  al momento de presentar el plan de capacitación incorporar las listas de participantes, para que los mismos, programen su asistencia sin afectar audiencias ni debates programados.
Se acordó: Solicitar a las Unidades de Capacitación del Ministerio Público, Defensa Pública, Escuela Judicial y Organismo de Investigación Judicial que en el momento que se haga de conocimiento de este Consejo los planes de capacitación para el 2015, incluyan la lista de las personas participantes en los diferentes cursos, con el fin de que las agendas de esas personas se puedan programar y así reducir las partidas de sustituciones. ”
La Escuela Judicial, de forma respetuosa, presenta su criterio de reconsideración con fundamento en los aspectos que de seguido se mencionan:
1. Las actividades de capacitación se dirigen a una población meta cambiante que requiere formación en temas transversales dentro de una malla curricular variada, acorde con los diferentes programas y requerimientos institucionales.

2. Se ofertan actividades de capacitación sujetas a un proceso riguroso de selección de las personas participantes (FIAJ y Especialización), cuyos resultados no se pueden definir previamente tanto por aspectos administrativos como metodológicos.
3. Se ofertan actividades de capacitación en las que las personas participantes no cuentan con permiso para ser sustituidas en sus despachos, en acatamiento de las políticas o directrices institucionales actuales; lo cual conlleva a que éstas asuman, con mística y bajo su responsabilidad académica y laboral, la capacitación que reciben. Estas personas participantes cumplen con la carga académica asumida y mantienen la obligación de no afectar el servicio esencial de su desempeño, por lo que priorizan su carga laboral.

4. Los cambios generados por la dinámica de los Despachos Judiciales inciden en las agendas de las potenciales personas participantes provocando que deban declinar a la capacitación a la que se les convocó.

5. Las actividades de capacitación que se ofertan se encuentran sujetas a muy diversas situaciones: incapacidades, vacaciones, ascensos, traslados, despidos, renuncias, ingresos, entre otras; que hacen de la integración de las listas de quienes participan un proceso cambiante e impredecible.
6. Los procesos formativos se comunican con tiempo superior a un mes de antelación para que, las personas participantes tomen las previsiones del caso en las agendas correspondientes, lo anterior en acatamiento de disposiciones tomadas ya por el Consejo Directivo de la Escuela Judicial, en su sesión ordinaria nº. 12-14 del 24 de setiembre del 2014, ARTÍCULO III.

Es por lo anteriormente expuesto, que lo acordado presenta inconvenientes a nivel logístico y metodológico que impiden una adecuada gestión de las actividades académicas dispuestas a lo largo del año. 
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SE ACUERDA: 1.) Tomar nota acerca del envio de los anteriores oficios por parte del Ministerio Público, la Unidad de Capacitación del O.I.J., la Unidad de Capacitación de la Defensa Pública y la Escuela Judicial, al Consejo Superior del Poder Judicial, en donde plantean criterio de reconsideración en cuanto a, “que en el momento que se haga de conocimiento de este Consejo los planes de capacitación para el 2015, se incluyan la lista de las personas participantes en los diferentes cursos”, por su difícil cumplimiento, conforme a lo expuesto. El Consejo Directivo de la Escuela Judicial concuerda con señalado en dichos oficios. 2.) La Escuela Judicial y las Unidades de Capacitación conforme lo dispuesto por este Consejo Directivo, en sesión ordinaria nº. 12-14 del 24 de setiembre del 2014, ARTÍCULO III, se comprometen a realizar las convocatorias con la mayor antelación posible, para que en las oficinas se tomen las previsiones del caso, en las agendas correspondientes, ACUERDO FIRME.
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ARTÍCULO VII
Oficio nº. SACJ-2084-2014 del 10 de octubre de 2014, de la Licda. Lucrecia Chaves Torres, jefa de la Sección Administrativa de la Carrera Judicial, que transcribe acuerdo del Consejo de la Judicatura del 02 de octubre del presente año, que dice:
“Solicitar a la Escuela Judicial en el término de 15 días después de recibida la presente comunicación, rinda un informe en el cual se defina el protocolo adecuado a seguir los tribunales evaluadores para la grabación de exámenes en audio, considerando para ello la recomendación planteada por la Sección Administrativa de la Carrera Judicial”.
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En atención a lo anterior, la Licda. Ileana Guillén Rodríguez, directora de la Escuela Judicial, somete a la consideración de las personas integrantes de este Consejo Directivo el siguiente documento:
Protocolo de grabación de exámenes orales para el Proceso de Carrera Judicial
El presente protocolo de actuación tiene como finalidad regular el mecanismo de grabación en audio de los exámenes de oposición que se aplican dentro del proceso de Carrera Judicial. Para cumplir los fines de este protocolo, las personas integrantes del Tribunal Evaluador deberán ser convocadas con la debida antelación a fin de elaborar los items que incluirá la prueba, lo cual deberá ser tomado en consideración por las y los encargados de la Sección Administrativa de la Carrera Judicial, del Departamento de Gestión Humana.

1.- Corresponde a la Sección Administrativa de la Carrera Judicial, del Departamento de Gestión Humana, el soporte logístico y tecnológico a los Tribunales Examinadores para la grabación de las pruebas orales de oposición que se apliquen a las personas participantes en los diferentes concursos para puestos de la judicatura.

2.- Cada Tribunal examinador, debidamente constituido, contará con un sistema digital de grabación de audio que le será entregado a la persona que presida dicho tribunal, quien deberá custodiarlo y realizar su devolución al finalizar la labor examinadora.

3.- Al inicio de cada examen de oposición, algún integrante del tribunal examinador deberá consignar en la grabación, el nombre de la persona por evaluar y su número de identificación, el número de concurso correspondiente, el nombre de las personas que integran el tribunal, el lugar de realización de la prueba, así como la fecha y hora de realización de la misma.

4.- En la grabación deberá quedar consignada por parte del tribunal, la explicación de la metodología de aplicación de la prueba oral.

5.- El Tribunal examinador, formulará los ítems que incluyen aspectos cognitivos, procedimentales y actitudinales correspondientes al desempeño del puesto por el que se aspira. 

6.- La persona evaluada resolverá ante el Tribunal Examinador, la situación planteada por el ítem.

7.- El tribunal examinador consignará en los instrumentos de evaluación el puntaje correspondiente con el desempeño de la persona evaluada. Estos aspectos les permitirán tomar una decisión consensuada sobre la calificación que obtenga la persona aspirante.  La deliberación no será grabada.

8.- Una vez realizada la discusión por parte del Tribunal, este efectuará la devolución respectiva a la persona aspirante, al entregarle la calificación obtenida y las razones que la fundamentan.

9.- Finalizado el proceso de evaluación de las personas oferentes, quien preside el tribunal examinador, hará la devolución del equipo digital de grabación a la Sección Administrativa de la Carrera Judicial, quien deberá respaldar de manera individualizada los archivos de audio de cada persona evaluada. El nombre del archivo digital individualizado deberá incluir el número del concurso correspondiente, los apellidos y el nombre de la persona evaluada.

10.- El archivo digital de la prueba de oposición deberá ser resguardado por la Sección Administrativa de la Carrera Judicial, hasta el cierre del concurso, tiempo en el cual podrá ser solicitada una copia digital, únicamente, por la persona evaluada, o por quienes hayan integrado el tribunal examinador; una vez que haya finalizado la aplicación de las pruebas. La persona solicitante deberá facilitar el soporte digital para su duplicación.

11.- El acceso a los soportes digitales será reservado para la persona evaluada y el Tribunal Examinador y la Sección Administrativa de la Carrera Judicial examinador; con la excepción de la Escuela Judicial que para efectos académicos, podrá solicitar a la Sección Administrativa de la Carrera Judicial, del Departamento de Gestión Humana, alguna pruebas al azar a fin de ser utilizadas en la capacitación, previa distorsión de las voces de las personas participantes y eliminación de los datos sensibles.
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SE ACUERDA POR UNANIMIDAD: Aprobar la anterior propuesta de “Protocolo de grabación de exámenes orales para el Proceso de Carrera Judicial”.  Comuníquese al Consejo de la Judicatura del Poder Judicial, para su conocimiento y fines correspondientes. ACUERDO FIRME.”
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ARTÍCULO VIII
Oficio de la Mag. Dra.  Eva Camacho Vargas, coordinadora de la Subcomisión Contra la Discriminación por Orientación Sexual e Identidad de Género, que comunica acuerdo de la sesión celebrada el pasado 2 de diciembre del 2014, que dice:

“ACUERDO 1.b

Se discute el tema relacionado con el plan de trabajo que la Subcomisión Contra la Discriminación por Orientación Sexual e Identidad de Género ha proyectado desarrollar para el año 2015, en temas de sensibilización y respeto a las poblaciones sexualmente diversas. Entre los trabajos que se desean implementar se encuentra el “Protocolo de actuación para quienes imparten justicia en casos que involucren la orientación sexual”, del Poder Judicial de México, por lo que se discute la necesidad de contar con apoyo de las personas expertas que elaboraron el protocolo para estudiar y ver la posibilidad de incluir estas acciones en nuestra institución.

Se acordó: Solicitar a la Escuela Judicial, colaboración para que el próximo año 2015, la Subcomisión Contra la Discriminación por Orientación Sexual e Identidad de Género, pueda contar con la presencia de dos personas expertas extranjeras en el tema de los derechos humanos de las personas LGBTTTI y la administración de justicia; actividades que se pueden organizar de manera conjunta”.
-0-

SE ACUERDA: 1.) Que en cuanto antes lo solicitado, la Escuela Judicial está en la mejor disposición en colaborar con la  “Subcomisión Contra la Discriminación por Orientación Sexual e Identidad de Género”, ya que estima muy importante el tema del acceso a la justicia y los derechos humanos. No obstante, de previo a resolver, dadas las limitaciones presupuestarias de la Escuela Judicial, se comisiona a la Licda. Ileana Guillén Rodríguez, directora de la Escuela Judicial y al Dr. Juan Carlos Segura Solís, integrante de este Consejo Directivo, para que conversen con la Dra. Cristina Rojas Rodríguez, encargada de la oficina de Cooperación Internacional del Poder Judicial, acerca de las posibilidades de búsqueda de financiamiento a través de los entes donantes, entre estos México. 2.) Previo a ello, se solicitará a la Subcomisión se sirva ampliar los detalles en cuanto al nombre y tiempo de permanencia en el país de las dos personas expertas, así como labores a desarrollar,  el objetivo, la población meta y la metodología, para lo relativo a los temas de los derechos humanos de las personas LGBTTTI y la administración de justicia. ACUERDO FIRME.
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ARTÍCULO IX
La M.Sc. Kattia Campos Zuñiga, jefa de la Unidad de Capacitación del O.I.J., presentó a las y los presentes en esta sesión del Consejo Directivo, el informe elaborado por la M.Sc. María José Rodríguez Cruz, socióloga de la Oficina de Planes y Operaciones, del Organismo de Investigación Judicial, a petición del Director General del Organismo de Investigación Judicial, que dice lo siguiente:
 Oficina de Planes y Operaciones

Unidad de Asesores Operativos e Investigación Psicosocial
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Maras y pandillas en Costa Rica

1. Introducción
A partir de la necesidad identificada en el diagnóstico de la Unidad de Capacitación del Organismo de Investigación Judicial que se realiza todos los años a lo interno de la institución, surge en el año 2013 la solicitud del personal de investigación de ser capacitados en el tema de maras y pandillas.
Ante esta solicitud, la Dirección General del Organismo identifica la necesidad de contar con fundamento teórico y empírico que justifique la creación e implementación de acciones de capacitación en este tema, por lo que realiza el requerimiento al personal de la Unidad de Asesores Operativos e Investigación Psicosocial de la Oficina de Planes y Operaciones, de realizar un estudio que brinde elementos para tomar la decisión final al respecto.
En este sentido, el presente documento se compone de ocho apartados, en donde se especifican los objetivos que dirigen el estudio, se realiza una conceptualización básica del fenómeno, se muestran antecedentes históricos y el contexto nacional e internacional que enmarcan el surgimiento de este tipo de movimientos sociales., para posteriormente emitir consideraciones finales que sustentan las recomendaciones elaboradas con respecto al tema.

2. Objetivos

2.1 Objetivo general

Justificar desde el punto de vista sociológico, la necesidad de capacitación evidenciada por el personal de investigación del Organismo de Investigación Judicial en el tema de maras y pandillas en Costa Rica como fenómeno social presente en el territorio nacional.

2.2 Objetivos específicos

a. Realizar una descripción del fenómeno social de maras y pandillas en Costa Rica desde el punto de vista sociológico. 

b. Identificar desde el punto de vista sociológico las posibles causas para el establecimiento o no de maras y pandillas en el territorio nacional.

c. Emitir criterio sociológico para fundamentar la creación o no de un curso en la Unidad de Capacitación del OIJ referente al fenómeno de maras y pandillas.

3. Fenómeno social

Para abordar el tema objeto de estudio de esta investigación, es necesario definir primeramente algunos conceptos claves que serán utilizados como guía de referencia para el desarrollo del documento.

3.1 Conceptos clave

Como guía de la presente investigación es necesario clarificar tres conceptos fundamentales, mismos que se definen a continuación: 

3.1.1 Pandilla

Una pandilla (de panda, reunión de personas, derivado del latín pandus) es un grupo de personas que sienten una relación cercana, íntima e intensa entre ellos, por lo cual suelen tener una amistad o interacción cercana con ideales o filosofía común entre los miembros. Este hecho les lleva a realizar actividades en grupo, que puede ir desde compartir actividades sociales como fiestas hasta cometer actos violentos o delictivos. 

3.1.2 Mara 

Es un término utilizado como sinónimo de pandilla que proviene del nombre de unas hormigas “marabundas”, que describe la violencia y voracidad el cual es un término coloquial utilizado sin distinción de clase social para referirse a un grupo de personas (grupo anónimo). Aunque en sus comienzos representaba a los obreros, especialmente en el Reino Unido, con el tiempo el término ha adquirido una connotación negativa, especialmente en Iberoamérica, ya que su uso comúnmente se refiere a grupos, bandas o tribus urbanas que habitualmente realizan acciones violentas contra otras personas o como sinónimo de una organización o afiliación criminal.

En algunas regiones centroamericanas es sinónimo de clica (célula formada por dos o más pandilleros por calle, colonia, barrio o zona, que con otras, compone a las pandillas B18 o la MS13 y suele tomar el nombre del lugar donde surge).

3.1.3 Pandilla juvenil

Se refiere a grupos de personas cuyos rasgos principales son la integración como grupo perdurable, la orientación de sus actividades hacia las calles y la constitución como micro estructura social que cumple el papel de institución estructuradora de la vida de sus miembros.

3.2 Mara vrs Pandilla

Ambos conceptos hacen referencia a este tipo de agrupaciones conocidas como “pandilla juvenil” y aluden a la confluencia de características particulares de una población en estado de vulnerabilidad económica y social, de las cuales se identifican principalmente las siguientes:

· Supervivencia en situación de pobreza extrema.

· Altos índice de desempleo.

· Bajos o nulos índices de escolaridad.

· Desintegración familiar (hogares monoparentales).

· Abuso físico o sexual en su contra.

· Alcoholismo y/o drogadicción.

· Carencia de posibilidades o espacios de recreación.
A la vez, estas agrupaciones cuentas con elementos característicos equivalentes a los de otras “pandillas juveniles callejeras” en diferentes partes del mundo, como por ejemplo el uso de ciertos códigos de comunicación, un registro distinto de palabras, la aceptación de ciertas normas y formas de interacción, la unión con un territorio local, la solidaridad, la existencia de una tradición y sobre todo una conciencia grupal.
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En este sentido, se puede afirmar que este tipo de agrupaciones puede funcionar como grupos cohesionados de pertenencia y referencia para los jóvenes, donde la pandilla se constituye en un modelo alternativo exitoso de estructuración social en entornos de riesgo elevados para ellos.

Por su parte, el término “mara” se origina en Los Ángeles, Estados Unidos y se difunde a partir de finales de los años ochenta y principios de los noventa en la Región Centroamericana, especialmente en El Salvador, Guatemala y Honduras (triángulo del norte), para referirse a dos de estas agrupaciones concretamente: Barrio 18 (B18 o 18th Street Gang) y Salvatrucha (MS13). 
“La mara Barrio 18
 nació como 18th Street Gang en el sector Rampart de Los Ángeles en los años sesenta cuando aglutina a jóvenes originarios de diversas naciones latinoamericanas a los que se les había negado el acceso a la Clanton Street Gang, una banda local con fuertes requisitos de pertenencia. La nueva pandilla se expandió exitosamente primero fuera de las fronteras de la ciudad, y después por todo el estado de California debido precisamente a que rompió las barreras raciales de pertenencia y dio entrada a jóvenes afroamericanos, asiáticos y caucásicos.

Aunque surgida en la misma zona de Los Ángeles, la mara Salvatrucha - cuyo “salva” de salvadoreño y “trucha” por astuto- tiene un origen más reciente. Sus primeros integrantes fueron jóvenes salvadoreños refugiados en Estados Unidos durante la guerra civil que azotó al pequeño país centroamericano en la década de 1980, al ser convertidos en objetivo de las agresiones de otras pandillas de la zona, algunos de estos jóvenes habrían decidido formar su propias pandilla como forma de auto protección.

Ambas agrupaciones, en principio restringidas a su lugar de origen, fueron capaces de expandirse por las principales ciudades de California, pasando posteriormente a instalarse en otros estados del oeste de los Estados Unidos y, ya en los años noventas, también en estados del sur y de la costa este estadounidense. Fue precisamente desde Estado Unidos que estas identidades pandilleras pasaron a América Central siguiendo el rumbo de las deportaciones y los movimientos migratorios”. (Martín Álvarez et al, 2007).
Si bien se indica que el fenómeno surge en el norte del continente y se expande en la región centroamericana siguiendo el flujo migratorio de las deportaciones, es importante mencionar que en la región ya existía el fenómeno de pandillas, por lo que encuentra terreno fértil para que surjan en esta región nuevas agrupaciones en los primeros años de la década de los noventa, portadoras de una estética y una simbología diferentes, así como de un uso más frecuente de la violencia que sus predecesoras propias de la zona centroamericana, que logran imponer su identidad sobre las pandillas locales.

4. Fundamento teórico

Como fundamento teórico del análisis que se pretende desarrollar en esta investigación utilizaremos el concepto de socialización, entendida como el proceso mediante el cual el ser humano aprende e interioriza, en el transcurso de su vida, los elementos socioculturales de su medioambiente, los integra a la estructura de su personalidad, bajo la influencia de experiencias y de agentes sociales significativos, y se adapta así al entorno social en el que debe vivir. 
Es además el proceso mediante el cual la persona toma conciencia de la estructura social en la que nace e interioriza su cultura de una sociedad determinada, además aprende a diferenciar lo aceptable (positivo) de lo inaceptable (negativo) en su comportamiento. 
Existen tres niveles de socialización:

· Socialización primaria: es aquella en la que el niño o la niña adquieren las primeras capacidades intelectuales y sociales por lo que juega el papel más crucial en la constitución de su identidad; proporcionan competencias específicas, más abstractas y definibles. Esta etapa se desarrolla desde el comienzo de la vida hasta el ingreso del individuo en alguna institución escolar, donde se producen los primeros intercambios con personas que no pertenecen al entorno familiar (no hay un momento exacto que marque la finalización de esta etapa, ya que esto varía según la persona, la sociedad y las pautas culturales en la que este se desenvuelva). Además, esta etapa se remite al núcleo familiar y se caracteriza por una fuerte carga afectiva. 
· Socialización secundaria: es cualquier proceso posterior a la socialización primaria que induce al individuo ya socializado a nuevos sectores del mundo objetivo de una sociedad. Es el proceso mediante el cual la persona internaliza realidades parciales que contrasta con el mundo de base adquirido en la socialización primaria. Para que ésta resulte efectiva, el punto de partida se inicia en la edad temprana con la asimilación de las estructuras cognitivas y las habilidades lingüísticas y comunicativas para aprender la realidad (a través de las pautas de valores, normas y significados reconocidos) y capacitar a la persona para alcanzar contenidos significativos más extensos y lograr un proceso de interacción en el plano.
· Socialización terciaria: se refiere al proceso de reintegración social sólo aplicable a aquellos que han sufrido una desviación de la norma. También se denomina resocialización y se aplica en aquellas personas que han mostrado conductas delictivas. Se trata de readaptar la conducta de la persona desviada de la norma. Generalmente, ante tal transgresión, el individuo termina en la cárcel, con lo que este proceso de socialización terciaria suele darse dentro de la prisión, por lo que los agentes de la socialización terciaria son las autoridades competentes y los profesionales (educadores sociales, psiquiatras, psicólogos y médicos).
La socialización es factible gracias a los agentes sociales, que se pueden identificar como la familia, la escuela, los iguales y los medios de comunicación, que son las instituciones e individuos representativos con capacidad para transmitir e imponer los elementos culturales apropiados. De ellos el más representativo es la familia, porque posee un rol primordial al ser el primer nivel social al que tenemos acceso. 
El caso de análisis que nos ocupa es un claro ejemplo de socialización secundaria, por medio del cual personas con rasgos de vulnerabilidad social y económica, encuentran en estos grupos de pares su identidad y sentido de pertenencia, ya que no encuentran en sus grupos familiares elementos que les permitan constituir una identidad sana y acorde con los lineamientos impuestos y aceptados en las sociedades a las que pertenecen.

5. Antecedentes históricos

Como se ha mencionado anteriormente, el fenómeno de maras encuentra su génesis en Estados Unidos en los años sesenta, sin embargo, se dieron una serie de acontecimientos que pueden considerarse antecedentes históricos para su conformación.

Este país norteamericano ha dependido históricamente de mano de obra extrajera, absorbiendo oleadas de inmigrantes que abandonan todo en busca de una mejor vida, generando ingresos económicos y evitando con ello situaciones de pobreza extrema para sus familiares que esperaban en el país de origen, generalmente debido a crisis económicas o políticas internas.
Miles de irlandeses, chinos, judíos, italianos, mexicanos y centroamericanos se establecieron legal o ilegalmente en toda la nación y contribuyeron con su esfuerzo a la generación de grandes industrias, a dinamizar el comercio y a nutrir la cultura de este país con costumbres y tradiciones propias de sus lugares de origen, incluyendo particularidades específicas en la dinámica social de la época.
Los migrantes casi siempre fueron relegados a suburbios marginales desde los que el instinto de supervivencia los impulsó a reafirmar su identidad, desafiando en consecuencia las acciones represivas de los ciudadanos estadounidenses, quienes hacían evidentes sus estigmas étnicos hacia las minorías afroamericanas, latinoamericanas y asiáticas.
La niñez y adolescencia migrante también tuvo que procurarse un espacio en el “exilio”, por lo que las pandillas étnicas se convirtieron en una parte esencial del proceso de absorción de inmigrantes y sus descendientes en los ámbitos sociales, políticos y económicos. Inicialmente se instauraron como medios de auto-conservación o como clubes sociales, sin embargo, con el pasar del tiempo se puede observar una evolución más violenta en el accionar de los pandilleros que se extendió a lo largo del país siguiendo la dinámica de los inmigrantes.
Estos grupos juveniles mutaron en el último tercio del siglo XIX, generando estructuras organizativas capaces de desarrollar negocios ilegales como la venta de droga, donde se convirtieron en organizaciones con nomenclaturas particulares que los identifican, se adueñaron de territorios específicos delimitados e implementaron rituales de iniciación donde los aspirantes debían poner a prueba su resistencia física ante los miembros de la pandilla a la que deseaban integrarse. Posteriormente, se propagaron a lo largo del territorio nacional, según su poderío y filiación de personas interesadas en formar parte de una pandilla específica, convirtiendo el fenómeno en objeto de atención tanto para la prensa, como para las autoridades policiales y la sociedad civil en general. 

5.1 Contexto internacional

Para el momento histórico en que se constituyen este tipo de pandillas juveniles conocidas como “Maras”, en el continente Americano se desarrollaban acontecimientos históricos que generaban un ambiente de inestabilidad en los países centroamericanos, que provocaron grandes oleadas de migrantes hacia el “sueño americano”, principalmente situaciones relacionadas con el ámbito político de la región, la crisis económica y los desastres naturales.
5.1.1 Situación política centroamericana

Durante la segunda mitad del siglo XX y especialmente durante los años ochenta, los cinco países centroamericanos se vieron afectados de un modo u otro por la guerra. En Guatemala, El Salvador y Nicaragua se libraron conflictos armados entre guerrillas alentadas e inspiradas por la revolución cubana y regímenes militares que habían detentado el poder de forma autoritaria desde los años treinta al amparo de las políticas de contención del comunismo. 
Honduras y Costa Rica también se vieron afectados por los conflictos armados, no sólo por el flujo de personas refugiadas, sino también porque su territorio fue utilizado por la llamada Contra Nicaragüense para luchar contra el gobierno Sandinista. 
Centroamérica fue un punto clave de política exterior y de interés internacional en esta época, sin embargo la atención disminuyó significativamente, después del período de negociaciones que produjo fórmulas políticas de pacificación en cada uno de los países, orientadas a reducir el conflicto.

El Plan de Paz del ex presidente Arias Sánchez, firmado en 1987, fue la solución a las guerras centroamericanas de finales de los años 70 y la década de los 80. Este plan abrió puertas a negociaciones entre gobiernos y fuerzas rebeldes para terminar décadas de conflictos, por lo que estos tratados de paz, abrieron una nueva era de democratización y estabilidad en la región. 
La reconstrucción por las guerras, en términos económicos, sociales y políticos, fue clave para Centroamérica, sin embargo, el desarrollo económico y las políticas sociales no han logrado solucionar los problemas que afectan a las sociedades de la región y que encauzaron las rebeliones de los años 80. 

5.1.2 Crisis económica en Centroamérica

El crecimiento económico que tuvo lugar en la región entre 1950 y 1980, no mejoró las condiciones de pobreza, si bien se desarrollaron procesos de urbanización y formación de núcleos de clase media (CEPAL, 1989), esto no influyó en una transformación de la estructura socio-económica centroamericana. 
La pobreza ha existido en el último medio siglo en la región, incluso en los períodos de bonanza y crecimiento económico, sin embargo, a raíz de la crisis de los 80 y de la aplicación del ajuste económico, los indicadores de pobreza se han disparado y las condiciones de vida de amplios grupos sociales se han visto socavadas considerablemente, provocando que las personas pobres sobrevivan entre el hambre, la frustración y la violencia cotidiana.
El decenio de 1980 se caracterizó por la recesión económica, el Producto Interior Bruto (PIB) cayó en Centroamérica casi 18% (Nicaragua alcanzó el 41% y Costa Rica en el otro extremo un 5%), mientras América Latina en general decaía un 10% (CEPAL, 1992).
Para tener una visión de la estructura social de esta región, la distribución del ingreso mostraba una importante polarización social en los años 70 y los 80. El 20% más rico poseía un 57,3% del ingreso y el 20% más pobre alcanzaba el 3,7% en 1989; sobresalían las altas tasas de desempleo y subempleo, el crecimiento de las actividades informales y trabajos por cuenta propia (Pérez y Menjívar, 1991). 
La reducción de presupuestos nacionales de salud y educación afectaron a nivel cuantitativo y cualitativo, el presupuesto estatal dedicado a educación disminuyó aproximadamente 12% (incluida Costa Rica). El gasto social tradicionalmente insignificante en estos países (menos del 8% del PIB), mantuvo su bajo perfil y la precariedad de las políticas en este campo.
La evolución de la pobreza en Centroamérica en el primer lustro de la década de 1980 pasó de aproximadamente de 60% a 70% y la pobreza extrema de 40% a 50% (en cifras absolutas representa 20 millones y 14 millones de personas respectivamente). Al iniciarse el decenio de los 90, la pobreza parecía muy extendida en todos los países centroamericanos, a excepción de Costa Rica (con un 80% de la población en condiciones de vida aceptable), destacándose Honduras (76%), Nicaragua y Guatemala (75%) y El Salvador (71%). 
La fuerte concentración del ingreso, la desigualdad social y las carencias en políticas sociales eran características de estos países, la infraestructura institucional y los servicios públicos eran débiles, desiguales y deficientes.
5.1.3 Desastres naturales en Centroamérica

América Central es una de las regiones más propensas a sufrir desastres naturales en el mundo; los huracanes, terremotos, sequías, inundaciones y las erupciones volcánicas, constituyen las principales amenazas. Esta región es considerada además, una de las zonas de más alta sismicidad en el mundo, donde El Salvador, Guatemala y Nicaragua, son los países con mayor amenaza sísmica y actividad volcánica.
En los últimos tres siglos los salvadoreños han tenido que reconstruir la ciudad 14 veces, la topografía donde se asienta actualmente la ciudad de Managua ha sido cambiada por erupciones volcánicas en tres oportunidades en los últimos diez mil años y ha experimentado tres sismos destructivos como el terremoto de Nicaragua de 1972 que causó la muerte de 10000 personas aproximadamente.
Los huracanes han causado gran devastación en la región, el Juana en 1988 afectó Nicaragua; el César en 1996 afectó Nicaragua y Costa Rica y el Mitch devastó Honduras y Nicaragua en 1998 (aproximadamente 9200 muertes) y fue considerado una de las mayores catástrofes de la región, debido a que las pérdidas por el desastre fueron equivalentes al 30% del PIB centroamericano.
Los efectos colaterales de estos acontecimientos modificaron el mapa de pobreza en El Salvador, estimándose en 98.000 el incremento de niños pobres a consecuencia del desastre, dado que más de la cuarta parte de la población del país había sido afectada por los sismos.
Esta situación de amenazas naturales y la combinación con algunos factores de vulnerabilidad identificados en la región por el Centro de Coordinación para la Prevención de los Desastres Naturales en Centroamérica (CEPREDENAC), como la concentración en zonas de riesgo de grupos sociales con baja capacidad económica para absorber el impacto de los desastres y recuperarse de sus efectos,  el empobrecimiento rural que caracteriza a importantes franjas de la población centroamericana, cuyas condiciones de vida se han visto deterioradas y dependen de complejas estrategias de subsistencia como la emigración estacional y la marginación económica y las pobres condiciones de empleo, educación y salud, hace que se incremente la debilidad para hacer frente a estos acontecimientos de la mayoría de los países ubicados en la región centroamericana. 
Esta incertidumbre se constituye en un componente fundamental para generar una vulnerabilidad social aguda que provoca, entre otras cosas, migración desde los países centroamericanos (principalmente desde El Salvador, Honduras, Guatemala), hacia Estados Unidos, generando consecuencias que afectan la conformación de las familias centroamericanas y principalmente las personas menores de edad en temas de vivienda y seguridad social.

5.2 Contexto nacional

Hasta finales de la década de 1950, la economía costarricense se caracterizó por la existencia de un importante sector agropecuario que constituía el motor del desarrollo económico y social. El sector agrario absorbía la mayor parte de la mano de obra, la producción de los principales productos (café y banano), aportaba más del 40% del PIB y conformaba casi el 90% de las exportaciones. Sin embargo, la dependencia casi exclusiva de estos dos productos hacía a la economía nacional muy vulnerable a las oscilaciones externas.
El sector público en esos años cumplía pocas funciones en lo que a la actividad  económica se refiere. Sus principales acciones se concentraban en la prestación de servicios (seguros, banca y en la creación de la infraestructura). Sin embargo, poco a poco el Estado comenzó a ejecutar acciones de apoyo a las actividades productivas y a diseñar mecanismos que sirvieran de amortiguadores para enfrentar los problemas sociales, tanto de naturaleza estructural como los generados por el propio proceso de crecimiento.
La expansión del aparato estatal fue una característica muy importante del desarrollo socioeconómico costarricense en las tres décadas que van de los años cincuenta a los setenta. Esa expansión permitió absorber el crecimiento de la mano de obra e impidió que el desempleo abierto se convirtiera en un problema serio para la economía nacional. 
En el ámbito social, la intervención del Estado colocó a Costa Rica en los primeros lugares de América Latina en materia de educación y salud. Diversos programas para combatir la pobreza y apoyar a los grupos más débiles de la sociedad fueron impulsados por instituciones estatales. La creación de la Caja Costarricense del Seguro Social, el Instituto Mixto de Ayuda Social, Instituto Nacional de Vivienda y Urbanismo, procuró solventar las necesidades básicas de la población más pobre del país. Además, entidades como el PANI y el INAMU, así como regulaciones legales para proteger a poblaciones específicas como el Código de la niñez y la adolescencia, contribuyen con la atención de este tipo de población vulnerable.
Estos avances se lograron en un clima de paz y democracia; la eliminación del ejército por mandato constitucional en 1949, la creación del Tribunal Supremo de Elecciones y el establecimiento del Servicio Civil en 1953 son ejemplos de una institucionalización política que sirvió de marco a las medidas socioeconómicas aplicadas en estos años.
En esta misma época, se desarrollan en el territorio centroamericano guerras civiles, dictaduras, derrocamientos, fraudes electorales, provocando inestabilidad política-social en prácticamente todo el territorio, lo que generó consecuencias desfavorables como pobreza y orfandad. Desde Estados Unidos hacia el sur, el único país de la región que gozaba de una relativa estabilidad política, económica y social era Costa Rica, prueba de ello es que es el país donde se gestó el Plan de Paz para la región centroamericana con el que posteriormente el ex presidente Arias Sánchez ganó el Premio Nobel de la Paz.
Factores como los descritos anteriormente evidencian un clima de relativa estabilidad en el ámbito económico y social en el país, lo que puede considerarse un argumento importante para justificar que no se desarrollaran a gran escala los elementos comunes para la generación de agrupaciones delictivas como las maras originadas en los Estados Unidos y expandidas a lo largo de la región centroamericana.
Actualmente, la situación del país es reconocida a nivel internacional por su estabilidad y buenos índices de seguridad ciudadana: 

“De acuerdo al Índice de la Paz Global del 2012, se encuentra entre los tres países más seguros de America Latina, y ocupó el séptimo puesto en Latinoamérica y segundo en Centroamérica en el índice de desarrollo humano. Según datos del el Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD) de 2013, Costa Rica fue el país que registró la mayor esperanza de vida de América Latina (79.4 años). De acuerdo con el Banco Interamericano de Desarrollo (BID) es el país de América Latina y del Caribe con el menor déficit habitacional. La tasa nacional de analfabetismo en Costa Rica es de (2.4%), según el Instituto Nacional de Estadística y Censos (INEC).” (OIJ- UNODC, 2013).
6. Fenómeno social en Costa Rica

El análisis de este fenómeno se ha realizado específicamente en dos vías, la relacionada con estudios teóricos en los trabajos finales de graduación o en algunas investigaciones sociales y en segunda instancia, en investigaciones policiales que abordan por medio de la Unidad Inteligencia Policial y Análisis Criminal, que dirigen sus esfuerzos a determinar la constitución de este tipo de agrupaciones y sus posibles integrantes.

6.1 Investigaciones nacionales

El fenómeno de las pandillas juveniles ha sido analizado en el territorio nacional por investigadores particulares y en trabajos finales de graduación, especialmente en la carrera de Derecho y demás ciencias sociales interesadas en la materia, donde el análisis particular se centra en los factores sociales que generan estas agrupaciones, las repercusiones que tienen para la seguridad ciudadana y la forma en que es abordado el tema desde el punto de vista penal.
Dichas investigaciones reiteran la multicausalidad del fenómeno y encuentran características particulares que se repiten como ejes centrales de análisis, como los factores comunes que lo propician, las características particulares de las familias de procedencia de quienes constituyen estas agrupaciones (núcleos monoparentales, con escasos recursos económicos y reproductores de violencia intrafamilar), compuestas por individuos que buscan afecto y sentido de pertenencia en agrupaciones externas a su grupo familiar, residentes de lugares en los cuales faltan espacios de recreación, el empleo es escaso y tienen fácil acceso a drogas y en ocasiones a armas.

Sin embargo, el tema de las maras se ha abordado poco, ya que no hay evidencia empírica suficiente que denote la presencia de clicas constituidas en nuestro país, lo que repercute en que no se constituya en un objeto particular de análisis para los investigadores nacionales.

6.2 Unidad de Inteligencia Policial (IPOL)

Al comienzo de la Unidad de Inteligencia Policial del Organismo de Investigación Judicial en el año 2011, se abordó la temática de Maras y Pandillas como una de las variables prioritarias a desarrollar desde el punto de vista de la Unidad; para lo cual se desarrolló un modelo prospectivo sobre el abordaje y manejo de  información de esta índole, acordando de forma inmediata la ubicación de las personas con características particulares de estos grupos de riesgo, en el entendido de que hasta la fecha a nivel del OIJ no se había realizado ningún esfuerzo por acumular, analizar y diseminar información en este tema.
Se escogieron dos modalidades en las que deberían encasillar a los prospectos abordados, a saber marero o pandillero, quedando en el entendido de que los mareros debería de cumplir con los requisitos propios de estos grupos, es decir no solo los signos externos, sino también con un código de vida propio de las maras y para ello se implementó el mecanismo de la entrevista y valoración por parte del personal recolector. De igual forma, los pandilleros cumplen con ciertos elementos distintivos aparte de los tatuajes que permiten al investigador determinar si se encuentra ante un elemento de interés o se trata de un impostor.
Como dato relevante se debe indicar que sujetos han adoptado la medida de realizarse tatuajes similares a los de las pandillas y maras (en su mayoría nicaragüenses), situación que en ocasiones genera equivocación a las autoridades policiales al momento de identificarlos.
Con la finalidad de conocer el estado situacional del fenómeno de las maras y pandillas en nuestro país, la unidad se abocó a la tarea de recolectar y analizar información sobre objetivos específicos, realizando un estudio de antecedentes migratorios y actualizando información para incluir en una base de datos de consulta. El ejercicio permitió localizar sujetos en calidad de mareros dentro del país, así como pandilleros procedentes de Estados Unidos, entre estos los que se identifican en la siguiente tabla.

Tabla 1. Mareros identificados en Costa Rica por la Unidad de Inteligencia Policial, agosto 2012

	#
	Nombre
	Grupo
	Nacionalidad
	Foto

	1
	JOSE ROBERTO GOMEZ
	MARA SALVATRUCHA (MS-13)
	Salvadoreño
	[image: image6.emf]

	2
	LUIS MARIO TORRES CASTRO / Alias “Pimar”
	MARA SALVATRUCHA (MS-13)
	Salvadoreño
	[image: image7.emf]

	3
	JUAN MANUEL RIVERA
	MARA SALVATRUCHA (MS-13)
	Salvadoreño
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	4
	OSCAR ORLANDO ALEGRÍA
	MARA SALVATRUCHA (MS-13)
	Salvadoreño
	[image: image9.emf]

	5
	WALTER FRANCISCO VENTURA
	MARA SALVATRUCHA (MS-13)
	Salvadoreño
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	6
	IVAN VLADIMIR PAZ JIMENEZ
	MARA SALVATRUCHA (MS-13)
	Salvadoreño
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	7
	DENNIS ORLANDO CAMPOS LAGUAN
	MARA SALVATRUCHA (MS-13)
	Salvadoreño
	[image: image12.emf]

	8
	OSCAR RAÚL ALFARO
	MARA SALVATRUCHA (MS-13)
	Salvadoreño
	[image: image13.emf]

	9
	JAIME RICARDO GUZMÁN DURÁN / 

Alias “Spider”
	MARA SALVATRUCHA (MS-13)
	Salvadoreño
	[image: image14.emf]


Fuente: elaboración propia a partir de información de IPOL, 2014.

Tras la elaboración del informe de IPOL, se establecieron algunos inconvenientes con respecto a la recolección de la información de manera oportuna, entre los principales se destaca que “la verificación de antecedentes a nivel de CAT (Centro Antipandillas Transnacional) no siempre es expedita, además, los ineficientes controles migratorios limitan la certeza de los datos que se extraen de sus bases y el desconocimiento somero por parte de las diferentes autoridades policiales sobre los signos externos e identificativos de este tipo de sujetos, aumenta la cantidad de casos que innecesariamente se deben verificar” (IPOL, 2012).
Este documento acumula y analiza información permite para crear un marco de referencia sobre la cantidad efectiva de sujetos relacionados al fenómeno de las maras a nivel nacional; aunado a esto, se puede utilizar como una primera base para desmitificar el establecimiento de estos grupos en nuestro territorio o en su defecto, detectar tempranamente la conformación de células o clicas y así poder realizar un abordaje proactivo ante este fenómeno.

6.3 Sección Penal Juvenil

En el tema de pandillas juveniles, la Sección Penal Juvenil del Organismo de Investigación Judicial ha realizado esfuerzos significativos en el análisis del tema y confirman que a la fecha en nuestro país no existe presencia de “clicas” constituidas, principalmente por tres razones fundamentales: 

· La buena labor que ha realizado el gobierno nicaragüense para mantener lejos de su territorio la presencia de mareros

· La amplia labor que realizan los cuerpos policiales costarricenses por deportar a cada persona identificada como marero.

· Por el contexto social que caracteriza nuestro país, 

Pero el personal de esta Sección afirman que sí existe presencia significativa de bandas organizadas para fines delictivos. Las pandillas que se identifican en el país son agrupaciones dinámicas, constituidas por seres sociales que cambian en la forma de operar, evolucionan en el tipo de delito que cometen, intercambian integrantes entre si y modifican sus nombres a lo largo del tiempo.
Su finalidad es agruparse para lograr características que los hagan “más fuertes” con respecto a un delincuente que actúa en solitario, como por ejemplo:

· Presencia en diferentes lugares al mismo tiempo, lo que les permite realizar actividades delictivas en su zona de operación pero a diferentes víctimas en el mismo momento.

· Unión de grupo, lo que les genera seguridad al momento de cometer el ilícito, ya que les garantiza mayor éxito en la intimidación y control de la escena (se sienten “apadrinados” entre si).

· En su mayoría son territoriales, lo que provoca una alta cifra negra en las denuncias, debido a que los principales afectados son vecinos de las zonas en las que cometen los actos delictivos y temen por eventuales represalias.

De esta labor que ha realizado la Sección Penal Juvenil, se han logrado identificar en el Sistema Expediente Criminal Único (ECU), alrededor de 97 pandillas a la fecha, para las cuales (en la medida de lo posible), se han identificado e individualizando plenamente sus integrantes.

Dichos datos se muestran de manera general en la Tabla 2. 

Tabla 2. Pandillas juveniles identificadas en el Sistema ECU por la Sección Penal Juvenil del OIJ

	Nombre
	Cantidad de  Integrantes

	GRUPO COLAS
	2

	DESAMPARADOS - SAN RAFAEL ABAJO
	2

	SANTA CECILA - DESAMPARADOS
	2

	SAN FRANCISCO DE DOS RIOS
	2

	METROPOLIS DOS
	2

	VILLA ESPERANZA
	2

	BARRIO SAN MARTIN - ASERRI
	2

	LA AURORA - URB. GUAPIL
	2

	BARRIO MARIA AUXILADORA - ASERRI
	2

	HATILLO 2
	2

	HATILLO 4
	2

	MATA REDONDA - SABANA SUR
	2

	CALLE FALLAS - DESAMPARADOS
	2

	PRIMERO DE MAYO - ASERRI
	2

	BARRIO SAN JOSE - CURRIDABAT
	2

	RANCHO GARIBALDI - DESAMPARADOS
	2

	SALITRILLOS - ASERRI
	2

	EL PARQUE - HATILLO 2
	2

	SABANA NORTE
	2

	LA PONDEROSA - TIRRASES
	2

	LA MESQUITA - FINCA SAN JUAN
	2

	" LOS BOMBA " - PAVAS , METROPOLIS 3
	2

	CORINA RODRIGUEZ - ALAJUELITA
	2

	LOS SIMPSON
	3

	BAJO LA PUÑALADA
	3

	HATILLO 3
	3

	MORAVIA
	3

	BRIBRI
	3

	ALAJUELITA
	3

	TEJARSILLOS - ALAJUELITA
	3

	LA CARPIO
	3

	BARRIO LAMPARAS - ASERRI
	3

	BARRIO LA GLORIA - ZAPOTE
	3

	LOS DIABLOS
	3

	LA PONDERSOSA , TIRRASES
	3

	SAN ANTONIO - DESAMPARADOS
	3

	CIUDADELA GLORIA BEJARANO - TIRRASES
	3

	GRUPO BOR - FINCA SAN JUAN
	3

	EL ROSARIO - DESAMPARADOS
	3

	HATILLO 5
	3

	DAMAS - DESAMPARADOS
	3

	LOS PULPOS - ALAJUELITA
	3

	CONCEPCION - ALAJUELITA
	3

	VISTA DEL MAR - GUADALUPE
	3

	ROSITEL CARBALLO - LA URUCA
	3

	SECTOR MOYA - FINCA SAN JUAN
	3

	LA CAPRI - DESAMPARADOS
	3

	SECTOR ROBLE 1 - LA CARPIO
	3

	EL MATADERO - PURRAL
	3

	LOTES MENDEZ - SAN PEDRO , CORONADO
	3

	LOS CUADROS- PURRAL
	3

	ALAMEDA EL INDIO - DOS CERCAS , DESAMPARADOS
	3

	ALAJUELITA
	4

	PAVAS
	4

	PATARRA
	4

	ALEMANIAS UNIDAS
	4

	URB. SANTA FE - FINCA SAN JUAN
	4

	SAN JOSE - PASEO COLON
	4

	CATEDRAL - SAN JOSE
	4

	LOS GUIDOS - DESAMPARADOS
	4

	LAS GRADAS - LA CARPIO
	4

	MONTE CLARO - DESAMPARADOS
	4

	LA MINITA - SAGRADA FAMILIA
	4

	LAS AMELIAS 2 - PURRAL
	4

	BARRIO CUBA , SAN JOSE
	4

	BARRIO MIRAVALLES - TIRRASES
	4

	PRECARIO MARIA REINA DE LOS ANGELES 
	4

	" LOS 500 " SAN FELIPE , ALAJUELITA
	4

	LOS ALPES
	5

	HATILLO 8
	5

	COCO Y SU PANDILLA - CIUDAD COLON
	5

	RINCON GRANDE - PAVAS
	5

	SAN SEBASTIAN
	5

	" OSIRIS " - TEJARSILLOS , ALAJUELITA
	5

	BARRIO MEXICO
	5

	SKY
	6

	LOMA LINDA - PASO ANCHO
	6

	NAMELESS - DESAMPARADOS - GRAVILIAS
	6

	LEON XIII - TIBAS
	6

	SAN MIGUEL - DESAMPARADOS
	6

	LA CUEVA
	7

	LOS GUIDOS
	7

	CUATRO REINAS
	7

	CUATRO REINAS - TIBAS
	7

	LA TERMINAL
	9

	IPIS
	9

	LOMAS DEL RIO - PAVAS
	9

	SAGRADA FAMILIA
	12

	ZAPOTE
	13

	" LOS SINAI " - SABANILLA , MONTES DE OCA
	13

	LOS 300 DE LA CORINA RODRIGUEZ DE ALAJUELITA
	16

	LOS CHOLOS
	19

	LA TERCERA O LOS ESTUFAS
	23

	LOS ANGELES
	23

	LA SEGUNDA (LAS GRADAS)
	29

	DOCE/LA CARPIO
	51

	LA CUARTA
	53


Fuente: Expediente Criminal Único.
Como dato importante para el análisis de esta información, es necesario indicar que la lista de agrupaciones que se presentan corresponde a los datos que ha ingresado la Sección Penal Juvenil en el ECU, por lo que únicamente hace referencia a las pandillas juveniles identificadas en el área metropolitana (competencia territorial de esta Sección).

6.4 Sedes regionales OIJ

Con respecto a la presencia del fenómeno en el resto del territorio nacional, se realizó la consulta a las 34 sedes regionales del Organismo, de la cual se obtienen los resultados que se muestran en la siguiente tabla.

Tabla 3. Pandillas identificadas en el territorio nacional, según sede policial de OIJ

	Nombre
	Cantidad de  Integrantes
	Sede que los identifica

	Liderada por alias “Chapulín”
	10 aprox.
	San Carlos 

	Asaltantes en carros blancos
	 6
	Aguirre y Parrita 

	Río Azul
	No se sabe
	 La Unión

	San Diego
	No se sabe
	 La Unión

	San Francisco de Concepción
	No se sabe
	 La Unión

	La Legión
	 30
	Puntarenas 

	La Novena
	30
	Puntarenas 

	La Parada 5 y 7-Fray Casiano
	20
	Puntarenas 

	Las Parcelas de Herradura (La Parrilla) 
	No se sabe
	Jacó

	Los Menchos (Aguas Claras de Upala)
	4
	Upala

	Los Teletubies
	13
	Sarapiquí

	Los Toretos
	4
	Los Chiles

	Los Talibanes
	10 aprox.
	Los Chiles

	Pecho de Rata 
	10 aprox.
	Bribri (Cahuita)

	Press
	10 aprox.
	Bribri (Punta Uva)

	Hone Creek
	4 
	Bribrí

	Los Teletubies
	5
	Pococí (Pocora)

	Los Tarzánes
	10 aprox.
	Limón

	Banda: Pecho de Rata
	7 aprox.
	Limón

	Banda: Billy Oler Cole
	12 aprox.
	Limón

	Banda:  Mayorga
	5 aprox.
	Limón

	Banda: Chita y Colle Mendoza
	20 aprox.
	Limón

	Banda: Plaza Paniagua 
	15 aprox.
	Limón

	Banda: Los Potoy
	10 aprox.
	Limón

	Banda: Sector del Bosque 
	12 aprox.
	Limón

	Banda: La Bomba
	10 aprox.
	Limón

	Banda: Greivin Estrada 
	8 aprox.
	Limón

	Banda: Pico de Pájaro
	8 aprox
	Limón

	Banda: Payton
	7 aprox.
	Limón

	Banda: Yorsinio Blackwoor Cerdas
	8 aprox.
	Limón

	Banda: Chupas
	6 aporx
	Limón

	La Banda de Charlie Brautigan Sambola
	4 aprox.
	Limón

	La Banda de Los Pechan
	4aprox.
	Limón


Fuente: elaboración propia a partir de la información suministrada por las jefaturas de las sedes policiales del OIJ, diciembre del 2014.

La conformación de estas bandas en zonas fuera del área metropolitana, obedecen también a un tipo de organización informal para la comisión de delitos como el asalto o la venta de drogas, donde una persona lidera y recluta personal para mantener la operación del negocio. 
7. Consideraciones finales

· Las agrupaciones juveniles delictivas han sido abordadas ampliamente en el territorio nacional, específicamente por investigadores en ciencias sociales, donde sobresalen las relacionadas con materia penal juvenil. Se abordan aspectos relacionados con su multicausalidad y consecuencias a nivel penal, donde se utiliza el término pandilla para hacer referencia a este tipo de agrupaciones; por lo que al hablar de mara, se hace referencia necesariamente a una pandilla, cuyo nombre ha cobrado relevancia por el alto grado de violencia que desarrollaron en el territorio estadounidense y la replicabilidad que tuvieron en algunos países centroamericanos.

· Queda en evidencia que el término mara es utilizado para referirse específicamente a dos pandillas conocidas a nivel internacional, Mara Salvatrucha y Barrio 18, originarias de Estados Unidos y reconocidas como organizaciones criminales transnacionales que se han expandido con éxito en América Latina y en Centroamérica, específicamente hacia Guatemala, El Salvador y Honduras. Evidencia de ello es el incremento en los índices de criminalidad, específicamente en la tasa de homicidios (en el año 2012 Honduras y El Salvador fueron los dos países con mayor tasa de homicidios a nivel mundial).

· Si bien la expansión de estas agrupaciones se realizó con éxito en el territorio centroamericano, Costa Rica es la excepción por múltiples factores, entre los cuales se encuentra que Nicaragua se convirtió en un escudo impenetrable para las maras, ya que al inicio de las deportaciones de los años 90 desde Estados Unidos hacia Centroamérica, los migrantes salvadoreños, hondureños y guatemaltecos fueron considerados en sus países de origen como “indeseables”, lo que provocó que terminaran en la cárcel o nuevamente en agrupaciones delictivas. Sin  embargo, a los nicaragüenses, por razones políticas (su país era considerado enemigo de Estados Unidos por el apoyo que daba a los antisandinistas), se les recibió como emigrantes que escapaban del régimen y recibían asilo político, lo cual generó un ambiente seguro para el establecimiento de las personas deportadas en su originaria Nicaragua.

· Otro factor que explica que en el territorio costarricense este tipo de agrupaciones no se hayan constituido, se relaciona con la amplia red de apoyo institucional que existe para poblaciones vulnerables, con las cuales se intentan disminuir las consecuencias de la extrema pobreza en materia de vivienda, salud y educación, brindando estos servicios de manera solidaria a través de instituciones financiadas por el Estado y un amplio número de organizaciones no gubernamentales presentes en el país.

· La migración en Costa Rica tampoco ha sido tan masiva como en el resto del territorio centroamericano, debido a la estabilidad política con la que cuenta el país, la ausencia de enfrentamientos armados gracias a la abolición del ejército desde 1948, el desarrollo económico sostenido, garantizando el respeto a los Derechos Humanos y la no afectación desmedida por los desastres naturales.

· Con respecto a las pandillas juveniles, hay evidencia de la existencia de este tipo de agrupaciones en el país, sin embargo, a pesar de que su asociación también responde a la consecución de objetivos relacionados con actos delictivos, se considera que aún el nivel de violencia no llega a los desarrollados por las maras.

· La conformación de pandillas en Costa Rica igualmente se asocia a múltiples factores de riesgo socioeconómico (socialización primaria inadecuada, deserción escolar, escasos recursos económicos, violencia intrafamiliar, entre otros) y se establecen principalmente para lograr objetivos de consumo (alimentos, drogas) o para subsistir en el ambiente hostil en el que se encuentran inmersos.

8. Recomendaciones 

· No se considera prioritario elaborar un curso en la temática de maras, ya que hay evidencia suficiente de que este tipo de agrupaciones no se han constituido en el país. Sin embargo, puede ser que la petición identificada en el diagnóstico de necesidades de capacitación que realiza la Unidad de Capacitación del OIJ de la Escuela Judicial evidencie vacíos en la formación de los investigadores en el tema de pandillas, por ser una temática abordada principalmente por la Sección Penal Juvenil del OIJ.

· En caso de tomar la decisión de implementar el curso, se recomienda enfocarse en el tema de pandilla juveniles y priorizar las sedes policiales que asistirán, ya que podrían enfocarse en las que se encuentran en el Área Metropolitana, debido a que la mayoría de estas pandillas se encuentra en zonas como La Uruca (La Carpio, León XIII), Pavas (San Juan, Metrópolis II), Desamparados (Los Guido, Las Tablas), todos pertenecientes a la provincia de San José.

· Para la implementación de un curso que abarque la temática de pandillas juveniles, se recomienda la coordinación con el señor Randall Bonilla Quirós, servidor de la Sección Penal Juvenil, quien está comprometido con el tema y por la relación de sus funciones y su formación profesional en criminología, ha podido abordarlo desde diferentes aristas. Adicionalmente, el señor Bonilla cuenta con experiencia como facilitador y en el desarrollo del diseño curricular de cursos que se imparten en la Escuela Judicial.

· Como resultado del análisis realizado por la Unidad de Inteligencia Policial, se considera posible conformar una plataforma de información que permita mantener monitoreados a los sujetos sospechosos y posibles focos del fenómeno de maras en nuestro país, herramienta que podría implementarse actualmente en la Oficina de Planes y Operaciones del Organismo de Investigación Judicial.
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En cuanto a la anterior conclusión de la que no existencia de la Mara Salvatrucha en el país, pero sí la existencia de pandillas juveniles y la necesidad de capacitar a los investigadores en este tema, el que se estima debe ser abordado principalmente por la Sección Penal Juvenil del OIJ, este Consejo Directivo estima importante que se considere también  el tema de las pandillas conformadas por personas adultas, por lo que también se debe incluir a la Sección de Penal de Adultos. 
Se considera muy preocupante los hechos de pandillas organizadas de adultos, acontecidos en los últimos meses en Desamparados, entre otras zonas de la provincia de San José, en donde se está violentando el derecho de la ciudadanía de vivir en paz.
Se señaló a la  M.Sc. Kattia Campos Zúñiga,  encargada de la Unidad de Capacitación del O.I.J., que es importante que se actualice el informe presentado, con el tema de las pandillas organizadas de adultos, en especial en la provincia de San José.

Se indicó que en los próximos días se llevará a cabo una reunión entre la Escuela Judicial y algunas personas representantes de la Embajada Americana, para analizar las posibilidades de cooperación en cuanto al tema de Crimen Organizado, entre otros.  Por tal motivo, se recomienda participar a la M.Sc. Kattia Campos Zúñiga,  encargada de la Unidad de Capacitación del O.I.J., en dicha reunión ya que también se planteará acerca de la necesidad de cooperación en el tema de las pandillas. 
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SE ACUERDA: 1.) Solicitar  la ampliación del anterior estudio, con la inclusión del tema de las pandillas organizadas de personas adultas, con énfasis en la Provincia de San José. Comuníquese a la oficina de Planes y Operaciones del Poder Judicial, para su conocimiento y fines correspondientes.  2.) Que para este 2015, se programe urgentemente una capacitación en el tema de las Pandillas Organizadas, para los oficiales del Organismo de Investigación Judicial   3.) Convocar a la M.Sc. Kattia Campos Zúñiga,  encargada de la Unidad de Capacitación del O.I.J., para que participe en la reunión con representantes de la Embajada Americana y la Escuela Judicial, para ver las posibilidades de cooperación para una capacitación en este tema, entre otros. ACUERDO FIRME.
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ARTÍCULO X
El Lic. Mateo Ivankovich Fonseca, LL.M., subdirector de la Escuela Judicial, rindió a las personas integrantes de este Consejo Directivo, un informe de seguimiento del cumplimiento los acuerdos del Consejo Directivo de la Escuela Judicial, en cuanto a las tareas pendientes. No obstante, por razones de tiempo, fue imposible completar la presentación.  Por este motivo, se continuará con el tema en la próxima sesión.
En cuanto a los puntos expuestos por el Lic. Mateo Ivankovich Fonseca, se determino lo siguiente:

SE ACUERDA: 1.) Hacer una atenta instancia a las Unidades de Capacitación y Escuela Judicial (gestoras y gestores de cursos) para que envíen a la M.Ba. Magdalena Aguilar Álvarez, encargada del Área de Servicios Técnicos de la Escuela Judicial, conforme cronograma planteado, la correspondiente información para el Boletín Informativo. Que en la plataforma de la Escuela Judicial se designe un espacio específico para Sedes Regionales, en donde se divulgue la labor en las distintas sedes.  Del mismo modo, la constante actualización de la información en la Redes Sociales y página WEB.  2.) En referencia a lo planteado en el Plan de Capacitación 2015 para las distintas Sedes Regionales y con el fin de reforzar la presencia, las personas integrantes de este Consejo Directivo y Dirección de la Escuela Judicial, formaran  parte de las giras programadas a las distintas Sedes Regionales del país. De igual manera, se propone la realización en algunas sedes de una conferencia en temas tales como: penal, acción civil resarcitoria, en otros temas.  3.) Solicitar una cita con la M.Ba. Kattia Morales Navarro, nueva directora de la Dirección de Tecnología de la Información, para exponerle acerca del listado de necesidades de la Escuela Judicial y Unidades Capacitación, de los problemas de conectividad en San Joaquín, el cual afecta la plataforma de cursos virtuales, acceso a Internet, entre otros. La Mag. Dra. Doris Arias Madrigal, presidenta de este Consejo y la Dirección de la Escuela Judicial, participarán en esta reunión. 4.) Solicitar al M.Ba. Francisco Arroyo Meléndez, que el cuanto al proyecto sobre “Cuerdas Bajas Intermedias”, remitir la correspondiente justificación al respecto,  a la de la Escuela Judicial para lo correspondiente.  5.) En la siguiente sesión se continuará con la exposición de los puntos pendientes en cuanto al seguimiento de cumplimiento de acuerdos del Consejo Directivo.  ACUERDO FIRME. 
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ARTÍCULO XI
La Mag. Dra. Doris Arias Madrigal, presidenta de este Consejo Directivo, expresa a las personas presentes en esta sesión, la importancia de que en el mes de febrero del año 2015, se cuente con una propuesta de actualización del “FODA de la Escuela Judicial”, para su posterior análisis y aprobación por parte del Consejo Directivo de la Escuela. 
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SE ACUERDA: Delegar a la Licda. Ileana Guillén Rodríguez, directora de la Escuela Judicial, la coordinación de lo necesario para la elaboración de propuesta para la actualización del “FODA de la Escuela Judicial”, para su posterior conocimiento y análisis de este Consejo, en febrero 2015. ACUERDO FIRME.
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ARTÍCULO XII

La Mag. Dra. Doris Arias Madrigal, presidenta de este Consejo Directivo, considera que es importante hacer del conocimiento de las personas integrantes de la Corte Plena, Corte Suprema de Justicia, que el Consejo Directivo de la Escuela Judicial en la sesión 10-2014 del 20 de agosto de 2014, artículo XII,  acordó lo siguiente:
SE ACUERDA: 1.) Agradecer a las personas integrantes de la Comisión de Sedes Regionales y personas colaboradoras, por su desempeño y dedicación en la reactivación de todas las Sedes Regionales. 2.)  Que se forme una subcomisión entre las unidades de capacitación de la Defensa Pública, del Ministerio Público, del Departamento de Gestión Humana, del Organismo de Investigación Judicial y la Escuela Judicial, para unir los esfuerzos en la elaboración de una agenda de trabajo para el año 2015, para la atención de las distintas necesidades en las distintas Sedes Regionales, que puedan ser atendidas de manera conjunta. 3.) Se hace una atenta instancia al Consejo de Personal del Poder Judicial, para que se aborde la problemática del ambiente laboral en San Carlos y en Limón, detectada a través de la visita a estas Sedes Regionales. De igual manera, se solicita a la Sección de Ambiente Laboral del Departamento de Gestión Humana, realice una presentación a este Consejo Directivo de las posibles soluciones para potenciar el tema de la mejora en el ambiente laboral en los despachos judiciales. ACUERDO FIRME.
De igual manera, en atención al anterior acuerdo, en la sesión del Consejo Directivo de la Escuela Judicial 13-2014 del 14 de octubre de 2014, artículo VII, la Licda. Kattia Saborío Soto, jefa de Ambiente Laboral, Departamento de Gestión Humana, realizó la presentación del informe solicitado sobre “Ambiente Laboral”. Al respecto, el Consejo Directivo acordó lo siguiente:

[…]

“2.) El tema Desarrollo Humano se declara como Eje Temático en las actividades de capacitación de la Escuela Judicial y de las Unidades de Capacitación.” […]
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SE ACUERDA: Hacer del conocimiento de las personas integrantes de la Corte Plena que, el Consejo Directivo de la Escuela Judicial declara como Eje Temático en las actividades de capacitación de la Escuela Judicial y de las Unidades de Capacitación, el tema de Desarrollo Humano.  Del mismo modo, remitir la presentación expuesta por la Licda. Kattia Saborío Soto, jefa de Ambiente Laboral, Departamento de Gestión Humana, sobre “Ambiente Laboral”. ACUERDO FIRME.
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FECHA DE LA PRÓXIMA SESIÓN: 20 de enero del 2015.
HORA: 8:30 a.m. 

LUGAR: Escuela Judicial, San Joaquín de Flores, Heredia.
Se levanta la sesión a las doce horas y cinco minutos.

Mag. Dra. Doris Arias Madrigal       

          Licda. Ileana Guillén Rodríguez 

Presidenta, Consejo Directivo de la Escuela Judicial         Directora de la Escuela Judicial
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� Este curso se llama “La labor de la Defensa Pública en la fase ejecutiva de la sanción, como garantía de acceso a la justicia” y efectivamente está programado para desarrollarse durante dos días consecutivos.


� El curso de nivelación de aspirantes al puesto de defensora o de defensor público está constituido por cinco días consecutivos, pero no hay afectación al servicio público porque las personas participantes apenas están cumpliendo con los requisitos para ingresar a la institución (no están nombradas).


� Este es un proceso que tiene seis fechas salteadas, pero que está específicamente dirigido al personal gerencial de la institución y tiene una duración de apenas 3 horas por sesión.


� El Plan de Capacitación 2015 está dividido con base en una estructura que sigue los siguientes parámetros:


Proceso de selección y reclutamiento: Incluye cursos de nivelación en materia penal, alimentaria y laboral.


Programa de Formación Inicial: Incluye dos módulos de la sexta generación y tres módulos de la sétima.


Programa de Actualización: Incluye actividades divididas por población, es decir, para defensoras y defensores, para asistentes, para personal administrativo y para Unidad de Investigación.


Programa de Especialización: Incluye actividades divididas según la especialidad de la que se trate, a saber, penal, penal juvenil, ejecución penal, penalización de la violencia contra las mujeres, pensiones alimentarias, laboral, disciplinario y agrario.


Ciclos de videoconferencias: Incluye cuatro ciclos que abarcan diversos temas y cuyo aprovechamiento puede darse en diversas poblaciones de las que integran la institución.


Cursos regionales: Se han dispuesto diversas actividades en zonas como Pérez Zeledón, Santa Cruz, Liberia, Pococí y San Carlos.


� Inspira su nombre en pasajes de La Biblia referidos al número de la bestia o el anticristo que se identifica con el número 666, que sumados los tres seis da un total de 18.








